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sagre una disCriminación. pues. la discriminación fue abolida
y el derecho al reingreso. restabler,ldo, se extinguió por causas
imputables a las recurrentes., . '

La representación actora, por su parte, formuló sus alegacio.
nes reinterando sustancialmente la fundamentación de la de­
manda de amparo.

La represantación de le. Compañia Telefóntea Nacional de
Espafta expuso que está prescrita la acción no para que des­
aparezca la discriminación, ,ino para pedir el re!ngreao en la
Compadía. contorme al articulo 59, 2.°. del Estatuto de ·los
Trltbajadores en relación con el 1939 del Código CivU; y que no
cabe desvirtuar la razón de ser del recurso de amparo y del
propio Trtbunal Constitucional. 0" •

3. Por. providancia de 23 de febrero pasado se 8eft.ló para
deliberación y votación de este recurso el dia 2 de los corrien·
tes mes y afta; nombrándose Ponente al Magistrado excelenti­
simose:ñor don Francisco Rubio Llorente. '

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Unico.-La cuestión que en el presente recurso se somete a
nuestra decisión es sustancialmente idéntica a la resuelta ya
mediante sentencias de 14 de febrero de 1983 (recurso de am­
paro número 236/82) y 23 de febrero de 1983. (recurso de amparo
número 277/ 82) y guarda igualmente profunda analogia con la

..deci-qida por sentencie. de 18 de febrero de 1983 (recurso de am­
paro número 240/82). Como en los citados· recursos se impugna,
en efecto una s.entencia dictada en suplicación por el Tribunal
Central de Trabajo'que, entendiendo prescrito el derecho de las
recurrentes a solicitar su reincorporación al serviciO-'aCtivo en
la Compañia· Telefónica Nacional de España, revoca la ante­
rior sentencia de la Magistratura de Trabajo número 3 de Ma-
drid que les rec.onocia tal derecho, _.

El juicio de este Tribunal sobre la cuestión planteada ha
sido ya fundamentado en las referidas sentencias, y a la doc,
trina que en ellas se expone hemos de remitirnos. PQr tanto.

• La situaci6n en la ·que las recurrentes. se encontraban como tra­
baladoras de la CTNE deja de ser ajustade.·a derecho a partir
de punto en que, con la entrada en vigor de la Constitución,
queda dero,!!'ada la norma jurídica que la hacia posible. A partir
de ese momento pudieron hacer valer el,derecho que con esa
derogm-ión adquirían. de reincorporarse al servicio activo en
una empresa con le. que estal:Jan vinculadas mediante un con­
trato de trabajo que la norma derogada declaraba en SQspenso,
y este derecho pudieron hacerlo v9'ler durante todo el tiempo
que la normativa en ese momento vigente (en concreto el ,ar­
tículo 83 de le. ley de Contrato de Trabajo, texto. refundido
aprobado por Decret.os de 26 de enero y 31 de marzo de 1944)
les -concedia para ello. El hecho de que una Ley po;:¡terior, la

. Pleno. Reeurso de amparo número 25'1/1982. Sen­
tencia número 181l$fJ3, de 10 de marzo. y yoto ,oar,,:
ttcular.

El Pleno dei Tribunal Constitucional: compuesto por don
Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aro­
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de
Velasco Vanejo, don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria Be­
gué Ca,ntón, don Luis Diez Picaza. dón Francisco TomlLs y
Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant. don Angel Escu·
dero del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera
Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 257/82, promovido por el
Procurador don Enrique Sorribes Torn., en nombre de don
Antonio Rovira Sastre, don José Roca Pagés, don Miguel Fe­
rrer Calzada; don Juan Luque Núflez, don Gonzalo SlLnchez
Ol1ver, don Joaquin Vega Panera. don Antonio Sale.zar Na­
varro, doña Montserrat Castro Lenztm, don José Capilla Pujo1,
don Félix Fisa Massaguer y don Jaime Raura Calls y con la
dirección del Abogado don César Molinero, ,respectó los actos
del Ayuntamiento de Vilassar de Mar, uno procedente de su
Alcalde y que es de fecha 24 de febrero de 1982 y el otro del
pleno de 6 de abril de 1982, y en el que han comparecido el
Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado v el Ayuntamiento de
Vilassar de Mar. representado por el Pro'curador don Eduardo
Muñoz-Cuéllar Pernia y con la dirección- del Abogado don José
Maria Pou de Avilés,. siendo ponente eJ. Magistrado don: Jeró­
nimo Arozamena Sierra, quien expresa el parecer del Tribunal.

L ANTECEDENTES

1. La. demanda de am"aro, presenta.da por el Procurador
don ~rlque Sorribes Torra, en nombre de los demandantes
relacJonados en el enca.bezamiento de esta sentencia, demanda
que fue presentada el 8 de julio último, dice:

A) Que se (lirige contra el decreto del Alcalde de Vilassar
de Mar. de 24 de febrero de 1982 y. acuerdo del pleno del Ayun-
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Ley 8/i980. de 10 -de arzo, por 1.. que se establece el Estatuto _
de los Trabajadores, declare nula- y, a1D. ningÚll' vaior las nor.maa
que, en el ámbito del Derecho laboral. violen el principio de
igualdad. no priva ni puede. privar de fuerza a 1ft' Disposición
Derogatoria de la Constitución, que operaba ya en consecuenei8
antes de 1& promulgación de esta Ley, cuya finalidad es la de
reiterar, explicitar y concretar el concepto, no por más general
menos viJlculante, del texto constitucional; y no en modo alguno
la de dar fuerza de obligar a io que, impUClt&mente, se enleD.­
-dería como 81mplemandato al leaislador. '

La' solIcitud dé 1&s recurrenies de reincorporarse el servido
activo en la CINE· se fonnuló, ciertamente, al amparo de lo
dispUesto en el Estatuto de los Trabaladores. pero antes de
transcwTid.os los tres años tp~azó que e articulo 83 LCI' fijaba
para el ejercicio de acciones dimanantes del contrato de trabajo
que no tuviere.n establecido otro especial) de entrada en vigor
de la Constitución y sólo expirado ese plazo puede entenderse·
prescnto su derecho.

FALLO,

En atención a todo ,lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA OONSTITUCrON
DE LA NACION ESPAl'lOLA, .

Ha decidido:

Otorgar el amparO"' solicitado por do:f1a María del Pilar Rejas
Rey, doña Francisca Mesa Sentos, doña María del Pilar Mateas
Garcés, doña Matilde Die:z Garcie y doña Maximina Zamarriego
Lozano Y. en consecuencia,

1.0- Declarar nula la sentencia impugna,da.
2,0 Reconocer el derpcho de las recurrentes a no ser disori.;.

minadas por la persistf'ncia de las situaciones nacidas al am­
paro del artfculo ·107, e). de ·la -Reglamentación Nacional de
Trabajo de CTN-E. publicada por Orden ministerial de 10 ·de
noviembre de 1958.

3.° Restablecel a las recurrentes enau derecho, en los
términos reconQcidos 'Por le. sentencia de 29 de junio de 1981,
de la Ma~tratura de 'Trab8'jo número 3 de Madrid. ­

Publfqu'ese esU'l sentencia en el ..Boletin Oficial del Estado".

Dada en Madrid a .. de .marzo de 19B3.-JerÓnimo Arozampria,
Sierra,-Franclsco Rubio Llorente.-El Ma-gistrado señor Diez
Picazo vot6en Sala y no 'Pudo firmar.-Jer6nimo Arozamena.­
Francisco Tomás y Vaiiente.-Antonlo Truyol Serra.-Francisco
Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados.

tamiento del. mismo ViJas.sar. de 8 de abril de 1982, conforme·
al articulo 43 de la Ley Qr,q-ánica. del Tribunal Constitucional
(LOTC,"

E) Que los hechos en que se funda el amparo son;

a) Los comparecientes, presentados por electores del Muni­
cipio de Vllassar, solicitaron su proclam.ación para concurrir a
las elecciones municip.iiles, como «Grupo de VUass'ar". conforme­
al articulo 14, c), de la Ley 39/1978, de 17 de julio solicitud que
fue aceptada. .

b) En las elecciones iocales de 1979, fueron elegidos y pro­
clamados concejales don 'Lorenzo Vila Pons. don Jaime Roura
Calls F don José Roca Pagés, y el candidato siguiente en la lista
fUe don Miguel Ferrer Calzada.

e} Con 'P01!!tmioTidM, l!L~ondugta "poHtiC8- del sef!.QT Vil.
Pons, originó la petición de los otros dos Concejales. al Ayun­
tamiento, de que aquél fuera cesado como teniente Alcalde,
petición ·rechazada acertadamente.

d) Los miembros de la candidatura del Grupo Vilassar acor­
daron por unanimidad el 2 de febrero. de 1982 la expulslÓD
del sef\or Vila del citado Grupo, por no haber seguido las
directrices acordadas.

e.) Los demandantes stllicitaron del Alcalde la aplicación del
artículo 11, 5, e y 7, de la Ley de 17 de 1uUo de 1978. y que diera
traslado a la Junta. Electoral de Zona del acuerdo de expulsión.
para que la misma resolviera; el Alcalde desestimó la petición
porque el seftor Vila no oertenecia a parUdo político y sí a una
Agrupación electoral.

f) El Alcalde. no obstante, sometió al pleno municipal la~
cuestión, y éste decidió enviar a la Junta Electoral la propuesta
del Alcalde de que no enoontraba base legal para el, cese.

g} la Junta Electoral acuerda: qUe en el supuesto de qUe el
Ayuntamiento se dé por enterado del cese del Concejal, debe
pedir a la Junta cual es el candidato siguiente. .

hl Como no se convocó pleno para decidir sobre 10 dicho
por la Junta Electoral, seis Conselales pidieron la convocatoria
de 'Pleno que, por fin, se convoca l)8.ra el dia fl de abrU de
1982, en que Se rechaza la propuesta por falta de motivación
legal que 10 Justifique.

el Que los motivos constitucionales en que se funda el
amparo, son el principio de igualdad en la Ley y ante la Ley,'
proclamados en el artfcU'lo 14 dé la Constitución Esps.fiola (CE),
exponiendo lo que llaman los aspectos jurídicos siguientes:
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al Las competencias de las Juntaa Electorales.
b)· Las Asociaciones politi'cas. 8. lo que equipara los grupos

de electores, no deben tener distinto tra.tamiento que los par­
tidos políticos.... y la u:cluai6n del articulo 11, 7. del Pro­
yecto de la. Ley citada, .de la referencia & 1.. Asociaciones po­
Uticas debe entenderse que entr&J\a una discriminación entre
Asociaciones y Partidos poliUcoa.

e) Las agrupaciones de electores !!po también cauce de ex­
presión del electorado, de modo que el respeto de igualdad
en la Ley es una 6xl,encia de la igualdad, representación y
derechos de todos 108 ciudadanos.

d) Los demandantes son elegidos libremente. existe una
libertad de participación en la lista presentada., son legitima.­
dos para el acceso a los cargos públicos con un ideario, por
10 que al aoHoitar la aplieactón del articulo 11. 7, Ion discrimi­
nados por el Ayuntamiento, ejerciendo. además, unas facultades
de la Junta Electoral.

e) Invoca. el principio de igualdad de acceso a los cargos
pú'blicos, del articulo 23, 2, de la Constitución.

fl No hay o~ligatoried.adde pertenecer a. un partido político.

El Que el petitum de la demanda es:

al La. nulidad de los actos municipales por razón de los
cuales se formula el amparo. ,

b) El reconocimiento de qUe las agrupaciones tienen el
mismo tre.to que loa partidos poUticoa y, por tanto, que es
aplicable el artículo 11, 1" de la Ley 39/1978. ,

cl Se aplique la ,sustitución que ha. pedido le. representa-
ción politica: y .

dl En su caso. qUe se eleve al Pleno la cuestión de incons·
titucionalidad del mencionado articulo 11, 1, si asi se- estima,

2, El Fiscal formuló sus alegaciones, que no concluyó con
una petición acerca del otorgamiento' o de denegación del
amparo. Después de una relación de hechos. bajo la rUbrica
de .fundamentos de Derecho, comenzó diciend.o que a.nte el Ple­
no o ante las Salas se siguen' otros procesos similares al pre­
sente, en tocI.os los cuales late la idea- de la eventual inconsti·
tueionalidad del articulo 11, 7, de la Ley 39/1978.' Hizo ,unas
consIderaciones generale. sobre el protagonismo de los Partidos
políticos, como manifestación de 1& voluntad popular e instru­
mento de participación po1ftiea, y res~cto a los principios que
presiden la vida de 101 municipios, Qon~derl!lociones que son
comunes a -todos los proces09 en esta materia. y que. según
maniflesta el Fiscal, son de apllcación al presente. Añade que el
Ayuntamiento produce una interpretación restrictiva en &1 sen­
tido d. no comprender en el articulo n, 7, las agrupaciones
electorales, y que el Fiscal, en el previo proceso Judicial, sostuvo
una interpretación extensiva, si bien entiende el Fiscal que
alega en el presente proceso de amparo que nadie se ha preocu~
pado, hasta el momento. de 'traer al proceso los Estatutos o Nor­
mas por las que se rige el denominado c"Grupo de Vilassar".
Por todo esto,' el Fiscal solicita la acumulación al proceso
374/1981, acumulación que hace extensiva. a otros procesos y
pide la prll.ctica de pruebas enderezada a. lo, que antes se ha
dicho.,. . .

3. En nombre de la AdminiStración, se ha opuesto al ampa.ro
el Abogado del Estado. quien 'ha sostenido:

Al Que el recurso de amparo es inadmisible por no haberse
agotado la vía. judicial previa, pues la sentencia- era recurrible
en aJ)81ación, según lo dispuesto en el a.rtículo" 9," de la Ley
62/1978. -

B) ,Lo que los demandantes pretenden es una declara~ió'n
de inconstitucionalidad del artículo 11, 7. de la Ley de Elecciones
Locales. que tiene el caráoter de inconstitucionalidad por omI­
sión, puesto que tendrta que integrar en su texto que genera­
lizase para todas lAs agrunaciones electorales el régimen pre­
vista para Jos Partidos pOliticos. tipO de impugnación indirecta
que rebasa la legitimación proces&1 de los recurrentes, por
cuanto ésta será posible C'Uando la Ley sea la causante directa
del agravio. y el respeto al derecho fundamental, obligue a
anu'la.r la Ley. ...' .

el ln un plano subsidiarlo, la cuestión se centra en deter·
minar 51 el apartado 7 de1artículo 11 debe ser aplicado a los
recurrentes, por representar su inaplicación un .atentado al
artículo 14- de la Con.stituclón. y en ate punto sostiene el Abo­
gado del Estado qUe la Ley establece una fustlflcada distineión
~ntre ..agrupaciones esl'OntAne&S_ Y cPartidos poUticO$_,extre­
mosobre el qUe com-oleta la. argumentación marcando el distinto
modo oomo se produce 1& decisión electoral. sin que el man­
dato electoral pueda ser desvirtuado por decisiones tomadas
por un grupo de Concejales.

i. También com-parecló en el proceso el AyUnÚmtiento de
Vi1aasar de Mat.. para o'Ponerse al amparo y eo. el escrito de
oposición destace5:"' en primer lugar, los hechos que, a su JuiCiQ,
son relevantes para 1. dedslón: .

al Que -el sedar Rovtra. diciendo que actuaba. por el glu'PO.
electoral cGru'P de Vll...r Inde-pendent-, expuso &1 AyUn.
tamlento que hablan decidido la eX'Pulslón del sellor Vlla, por
10 que debla apltcane el articulo 11, 5, 8 Y 7, de la Ley de Elec­
ciones Locales. 138ticiórl de885ttmada "por el Alcalde el 24 de
feobrara de 1982. y es que, a11ade, no se esté. enpresenc1a de
un Partido polítko por 10 que es un im"Posible la exnulslón o
cese de la condición de miembro de un Partido político.

bJ El pleno-municipal, después de otras actuaciones, rschazó
la petición.

el Relata a continuación cuál fUe la postura de su parte en
el. proceso judicial previo, sosteniendo que no existía. vu-lnera­
clón del. artículo 23 y tampoco del art1culo 14, ambos de la
Constitución, y 10 que d.ecidió la Sentencia, .en la línea postu­
lada por el AyUnt&miento.

d) A continuación analiza la argumentación de la demanda:,
argumentación que se monta sobre la idea equivocada da que los.
grupos de electores son Partidos políticos, y luego dIscurre
acerca d.l principio de igualdad, concluyendo que se trata de
situaciones -la de loe Partido. y 1... de agrupaciones de elec­
tores- desiguales, por lo qUe no ea posible extender la solu­
ción propiciada para los Partidos a los indicados grupos,

5. El deS&ITollo del presente procedimiento de amparo, a
partir del planteamiento del. amparo el 8 de julio último, fUe el
siguiente:

a) El 16 de septiembre se admitió la demanda.
bl El 8 de octubre se recibió fotocopia del expediente muni·

cipal y en la misma fecha se recibieron las actuaciones del
previo proceso judicial, r

el El 27 de octubre se abrió el trAmite de alegaciones.
d) Han formulado e.legsciones el Fiscal, el Abogado del

Estado y el Ayuntamiento de Vilass&r de Mar y no lu ha
hecho la representación de tos recurrentes.

e) El Pleno del Tribumu. recabó para si el conocimiento
de este asunto, de conformidad con lo dispuesto en el articulo
lO, kJ, de la LQTC, .

f) Solicitada por el Fiscal la acumulación al recurso 374/1981
y la práctica de prueba, después de dar traslado a las otras
partes. se resolvió por auto de 17 de febrero actual no haber
lugar a'la acumulación ni al T'8cibimiento a prueba solicitado.

Por providencia del 23 de febrero se señaló para la del!bera­
ción y votación, por el }:lleno, d151 -presente rec'Urso de amparo
el día 1 de marzo siguiente, en que se verificó. .

1I. FUNDAMENTOS JUR1D1COS

1. I;>ice el articulo 9.", r, de 1& Ley. &211978 que contra, la
sentencia rec&ída en el proceso sumario que regulan los articu·
los 6." y siguientes de esta Ley ..podrá interponerse, en SU caso,
recurso de apelación, en un solo electo, ante el Tribunal Su­
premo-. Atendienclo a esta regla, el Abogado del Estado cues·
tlona que en el presente recurso d. amparo falta uno de los
presupuestos de acceso a esta vía consti'tuc1onal, porque el ar­
ticulo 43,' 1, de )aLOTC, entendido en relación con la disposición
transitoria segunda de esta misma Ley. sólo abre la posibilidad.
de acceso al amparo cuna vez que se 'naya agotado la vía
judicial procedente-o Cabe preguntarsa si este proceso sumario
se configura. en todo caso, bajo el modelo de la doble instancia
o si subsisten, las reglas generales que, en este particular. se
contienen en el articulo 94 de la UCA, excepr::ionadoras de la
apelabilidad en los supuestos qUe dice, preservadas en la regla
del artículo 9.°, 1, mediante el modo adverbial que in.c0rpora a
su texto, y si, precisamente, el de este proceso es uno de eUos.
Esto pOdrfa tener interés si los dem.ndantes no hubieran in·
tentado en. el proceso judicial precedente la apelación. 'pero
como la interpusieron. y la Sala entendió qUe la. sen tencia no
eta apelable, no puede' agravarse la posición procesal de aqué­
llos cuestionando ahora que debió a.cudirse a un recurso que
fue expresamente negado.

2. El problema específico del presente recurso no se resuelve
con el 5610 traslado -con ser esto capital- de 10 que este
Tribunal ha decidido respecto al articulo n. 7, de la Ley de
Elecciones Locales. en 108 casos en que la pérdida de la afilia­
ción polltica, provocada por expulsión del partido, determinó
el cese en el. cargo de Concejal. En las sentencias de "' y 21 de
febrero de 1983 (recursos de amparo números 374/B1 y 144/82).
en las que se examinó desde la perspectiva indicada el articulo
11, 7, se precisó como doctrina constitucional que la privación
del cargo de Concejal con arranque en la. expulsión del Partido
pallUca que le propuso en la candidatura para las elecciones
municipales, y cobertura legal en el indicado artículo 11. 7, en­
trat'l.ah& la violación de un derecho constitucional (el del articu·
lo 23) para cuya defensa está abierta~mo defensa última­
la VÍa del amparo; que ttene su fundamentQ: constitucional en
el articulo 53. 2. Y su articulación legal en los artículos ,41 y
siguientes de la LOTC, El Tribuna\ otorgó el amparo en las
dos sentendas que hemos dicho y sin necesidad de acudir aJ
mecanismo del articulo 55, 2, de 1& LOTe, con que la norma
legal na· del artículo 11, 7) era anterior a la. CE, lo Qua permitía
la técnica derogatoria, en 10 l)puesto a la norma constitucional,
y .que resultaba -preciso a los efectos del j)roceso de amparO,
qUe tiene su reconocimiento en la dlsposidón derogatoria ter·
cera. declaró la 'Dérdtda. de vigencia· (nos referimos al artículo
11, 7), relativa al punto que entonces era ob1eto del debate. que
fue el de expulsión de Concetales del Partido político propo­
nente. Como en el presente recurso los demandantes piden la
extensión de indicada norma aJ. CNO de Concelales presenta­
dos por una 'IRrUiPacIón electoral, para 10 cual invocan. sobre
todo, un derecho de rango superior, cual 8l!I el de iJfU&ldad.
que -proc]&m& el articulo .14 de la Constitución, el!I claro Que
1~ decidido en la" aentenc1.. menciOnAdas. vacía d. contenido
el aml)8rO. Se comnrende el interés ea'Dit&1 de la doctrina de
esUlS sentendas para dar solución' al presente proceso, pero el
análisis tiene que afrontar O'tros aspect06, pues sl sobre ellos ¡

j
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guardáramos silencio, pudiera eDt<Elllderse mal algunos puntos
que son también principales en cuanto aJ derecho constitu~

clonal del actículo 23 y el sistema de protección mediante el
recurso de ampa.ro.

3. La primera observac;6n es que aqui 8e pretende que
opere la revoca.ci60 del mandato .:le un Conoejai, que fUe pra·
sentado a las elecciones municipales }Xlr una agrupación· alec·
'tora! [articulo 14, 2, e), de la Ley de Elecciones Locales]. como
. cabeza de candidatura y quien asume la potestad revocatoria
no es, por supuesto, un Partido polftico. ni 80n los electores
que le propusieron como candiclato. ni -relulta obvio- -el
cuerpo electoral. La sustitución del Concejal elegido, por el
siguiente en la l1st.a

J
de candidatos, S8 quiere hacer valer por

los 'Propios integrantea de la candidatura, candidatos y Con·
cejales unos y candidatos los otros, cQn el propósito, de que el
primero de éstos, sea el que se integre como Concejal. :El ar·
tículo 14, 2, c), de la Ley de llecciones Localet arbitra la posibi·
lidad de presentación de candidaturas independientes de ·)OS
partidos políticos. y los electores que así lo,·hacen constituyen
a los efectos electorales, una a,arupación que, por su propio
carácter, tiene la vida oonstretLida al concreto procfl8o, electo­
ral, sin que se .genere ~unque.otra cosa opinan los recurren- .J

tes- una asoclación palltica, cuyo órgano de representación
y decisi6n se traslade a los integrantes de la candidatura pre·
sentada por los electores. Hay que notar que los candidato.s
elegidos, o los propuestos y no elegidos, ni~ poder de, dis­
posición tienen respecto de los otros integrantes' de la lista
que alcanzaron la conoejalfa, en este caso como· cabeza de
candidaturil', y tampoco ostentan uns representacI6n de los pro­
ponentes de la lista. ni una disponibilidad der esca:i\o concejil.
Podr', acaso, invocar titularidades. lecitimadoru a los efectos
prooesales el candidato'que' siguiendo en la 11sta &1 ultimo de
los que accedieron a la concejal1a pudiera. resultar favorecido
de prosperar la pretensión de cese\ mas ni ostentan todos los
de la candidatura una suerte de ,egitimación para todas las
vicisitudes relacionadas, de algilo modo. con la candidatura,
ni el dencho a acceder al cargo concejil podré. hacerse valer
por otros distintos de aquel que invoca este d&recho.

4. En cualquier cl,so. tampoco sería legiUmo concluir ,que
el derecho del -siguiente en la lisía, pudiera haber sido- viola·
do, y que este derecno se enmarca en el articulo. 23.2, de la
Constituci6n, por cuanto, mientras 101lJ candidatos incluidos en
una lista presentada por un partido politico, le contemplan
en el articulo 11, 7 (en relación con la regla precedente). los
presentados por una agrupación de electorea. no' le favorecen
de esta regla. Prescindiendo de las diferencias institucionales
que median entre .1 si¡'nificado de loa partidos políticos y de
las agrupaciones de electores, que obliga a una extremada cau­
tela a la horá de extensiones analógicai de los preceptos dadas·
para aquéllos, es lo cierto que el c..eae del concejal se quiere
anudar aquí a una, decisión. no del electorado. o del conjunto
de electores que actuaron como proponentes de la 11sta sino ae
la decislón. mayoritaria de los componentes de la candidatura·
a los· que -desde ningún aspecw- cabe un poder de revocación

9900 Sala Primera. Recurso de amparo número 81/1982,
Sentencia nú.mero 17/1~3, de 11 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garc1a-Pelayo y Alonso Presidente.· y don Angel
atorrE> Segura. doña Glorla Bagué Cantón, don Rafael Gómez­
Ferrer Morant y don Angel. Escudero del COrTal, Magistnl'dos,
hll pronunciado

ÉN NQMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numero 81/1982, promovido por don
Antonio Roncero Martinez, Procurador de los Tribunales, y de
~ CompaiLía mercantil cAdastur, S. A,-, contra las providen·
eles dictadas por el Magistrado-Juez de Primera Instancia nú­
mero 11 de Madrid, en la fase de ejecución de sentencia del
asunto civil 1.3;36..75, los días 23 y 30 de "mero y 19 de febrero
de 1982. en el que fueron parte don Manuel Fernández Rodrl­
guez y las Compañías mercantiles ADA, cAyuda del Automovi­
lista, S, A._ Y cFiada, S. A,-, as1 como ). Compe.:tUa solicitante
del amparo, .Adastur, S. A._.

Ha comparecido en el presente recurso de amparo el Mi­
nisterio Fiscal. 1& Compafúa -Adastur, S. A,_, representada
por el Procuredor de los Tribum~les don Antonio Roncero Mar­
tfnez y defendida por el Letrado don Juan Pa!ao Herrero: y ha
sido P~nente el Magistrado don Angel Latorre Segura, quien
expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1, Don Manuel Femández Rodríguez. en octubre de 1975.
promóvió un asunto civil ante el Jugado de Primera Instancia
número 11 de Madrid, contra .Adasiur, S. A,_, con la preten­
sión de que hasta que no se le pagase un cheque, adeudado
por esta Compail.1a, por importe de 3.512 500 pesetas seguirla
siendo Delegado de ADA, -Ayucia del Automov1l1sta_, en Madrid,

BOE.-Supl. al numo 67

del mandato que el concejal. cabeza de lista, obtuvo de las
urnas. El juicio de semejanza que es la. eiBencia de 1& tesis de
los recurrentes para defender la. extensión de la regla del ar­
ticulo 11, 7, de la Ley de Elecciones Locales & los Concejales pro­
puestos por una agrupación de electores, quiebra, por ·tanto.
Por lo demá.s -como ya. hemos notado en el fundamento segun­
do- la aplicación del articulo 11, 7, de la Ley de 'Elecciones Lo­
cales a los casos de expulsión del. partido politico, violenta la·
norma constitucipnaJ. En este punto nos remitimoS a las Senten·
cias de 4 y 21 de febrero de 1983 (recursos de amp&rO 374/1981
y 144/1982),

-~

FA LL-O

En atenci6n a. todo lo expuesto, el Tribunal. Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE: CONFmRE LA CONSTITUCION
DE LA NAcrON ESPAJ'lOLA,

tia de.cidido:

Denegar el amparo SOIlCltado por los demandantes que 'se
dlcen en el encabe:tamlento de esta sentencia.

Publíquese en el .Boletín Of1c:ial del Estado-.

Dada en Madrid a 10 de marZo de 1983.-Firmado: Manu,el'
Garcia·Pelayo y Alonso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel
Latone Segura,-Manuef Diez de Velasco Vallejo,-Francisco
Rubio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-El Sr, Diez Picazo votO_
en Sala y no pudo firmar,-Firmaéio: Manuel Garcia·Pelayo y
Alonso.-Francisco Tomas y Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Mo­
rant.-Angel Escudero del CorraL-Antonio Truyol Serra;-Fran­
cisco Pera Verdaguer.-RubricadoB,

Voto particular que formulan los Magistrados don 'Angel Latorre
Segura :Y don Manuel Diez de Velaseo Vallejo a la 8'entenciQ.

dictada en el recurso de amparo número 1.57/82

Nos vemos obli¡ados a disentir de una parte de la funda·
ment&ctón de la' presente sentencia. aunque no con respecto a la
d~isión o fallo. en consonancia con la posición adoptada ante­
rIormente mediante voto particular en .liL& sentencias de este
Tribunal Constitucional de 4- de febrero de 1983 (R. A, núme­
ro 374/19811, y·de 21 de febrero de 1983 (R. A. nÚmero 144/1982L
Discrepamos de la presente sentencia s610 en tanto en cuanto
se remit.eal c'tlerpo de las sentencias citadas en lo relativo a 1&
declarada, lnconstituciona:idad del art1culo n, número 7, de la
Ley 39/1978, de 17 de julio, de elecciones locales. En definitiVa
no :compartimos el criterio de considerar que dicho último pre-.
capto vulnera .un derecho fundamental susceptible de amparo
en base al articulo 23 números 1 y 2 de la Constituci4n Espa­
ñola en lOs casos de cese de Concejales por expulsi6n del par-o
tido político en Cuyas listas electorales fueron elegidos.

Mádrid, 10 dE'. marzo de 1983.-Fjrmado: Angel Latorre Segu­
ra.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Rubriclldos.

con derecho a la percepción del 70 por 100 de la facturación
cobrada a los asociados de dicha Entidad, desde el periodo de
1 de abril de 1974 hasta el momento en que se efectuase m8'te·
rielmente el pago del citado talón, recayendo en el asunto re­
ferido sentencia firme, dictada en segunda instancia por la
Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid, en cuya
parte dispositiva se 'hace constar literalmente: cque el 70 por
100 de las cantidades percibidas por "Adastuf, S. A..... de los
clientes socios de ADA, "Ayuda del Automovilista. S. A," de
la provincia de Madrid. durante el periodo· comprendido entre
el 1 de abril de 1974 yel 14- de febrero de 1978, se determip8'l'"
en ejecución de sentencia.,

2, A instancia de la' parte demandada en dicho procedi.·
miento y hoy recurrente en amparo, una vez que por el Juz­
gado de Primera Instancia número 11 de Madrid se procedió a
la ejecución de la sentencia referida, comparecieron en el pro­
ceso, con oposición de la parte aetora, dos Peritos designados
directamente por el Juzgado, 8! fin de ratificar el dictamen pe­

'dido por la Entidad recurrente en amparo. El recurrente en
amparo solicitó del órgano judicial autorización para proceder
a formular querella criminad por el delito de falso testimonio
en c~usa civll "contra los Peritos señalados, por considerar es­
ce.ndalosos los dictámenes evacuados.

El Juzgado de Primera Insta'ncia número 11 de Madrid de­
negó la providencia correspondiente y contra dicha providencia
se formuló recurso de reposición, a cuya presentación el Juz·
gado ordenÓ que se devolviera el escrito de solicitud por pro­
videncia de 26 de octubre de 1981, que también se recurrió en
reposición,
. Ambos reCU~90S se desestimB!ron por autos de dicho Juzgado
de fl y 23 de noviembre de 1981, y contra ellos se interpone re·
curso de apelación que se admite en un solo efecto, yal escrito
de 18 de diciembre de 1981. designando los particulares que han
de contener los testimonios para sustaDcla.r la apeleroi6n,el
Juzodo, por providencia de 9 de enero de 1982, se:l1aló que:
.dictará la pertinente resolución diciendo cuáles de los parti­
culares designados deberán tnclu1rse en aquellos testimonios-o
ante lo que la parte Nlcurrente en amparo formuló recurso de
reposición. ~


